
La infraestructura sostenible como 
un bien público a recuperar

INFRAESTRUCTURA 
SOSTENIBLE

RESUMEN  •  María José Romero y Flora Sonkin



INTRODUCCIÓN 

La infraestructura es clave para lograr el desarrollo 
sostenible y mejorar las condiciones de vida de las personas 
en todo el mundo, en línea con los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible (ODS), el Acuerdo de París y los compromisos 
sobre igualdad de género. Las inversiones en infraestructura 
sostenible se sitúan en el centro de las estrategias de 
desarrollo de muchos gobiernos, incluyendo al G20 y las 
Instituciones Financieras Internacionales, en particular el 
Grupo del Banco Mundial (GBM). La controvertida iniciativa 
Cinturón y Ruta de China, la iniciativa Reconstruir mejor 
el mundo (B3W, por su sigla en inglés) del G7, y el plan de 
inversión en infraestructura del presidente de Estados 
Unidos, Joe Biden, son solo algunos de los ejemplos recientes 
de cómo la infraestructura es y seguirá siendo central para 
los principales planes de desarrollo y recuperación de la 
Covid-19 en los años venideros.

Sin embargo, frente a los elementos disuasorios sistémicos 
para la movilización de recursos internos de los países 
en desarrollo – flujos financieros ilícitos, cargas de deuda 
insostenibles e ilegítimas, acuerdos comerciales injustos, 
abuso fiscal por parte de empresas multinacionales y una 
regulación insuficiente del sector financiero – el discurso 

dominante sobre el financiamiento de la infraestructura exige 
el uso de recursos e instituciones públicos para apalancar el 
financiamiento privado con el objetivo de cerrar la llamada 
“brecha de financiamiento” para el desarrollo sostenible. 
Pero esta elección de política presenta numerosos riesgos, 
especialmente teniendo en cuenta las cargas insostenibles 
de la deuda que ya enfrentan los países del Sur Global, 
el aumento de las desigualdades y el inminente colapso 
ecológico. Ahora que un discurso de “el financiamiento 
privado primero” está ganando más fuerza como respuesta 
política en los planes de recuperación de la Covid-19, se 
vuelven cada vez más necesarios un análisis crítico y un 
debate desde una perspectiva de la sociedad civil.

Sobre la base de nuestro trabajo con socios del Norte y 
el Sur Global, este informe proporciona un marco para 
entender la infraestructura sostenible desde una perspectiva 
sistémica. Esto se centra en la justicia económica mundial 
y el derecho de los países del Sur Global al desarrollo, la 
movilización de recursos internos y la resiliencia climática. 
A continuación, se presentan siete estudios de caso que 
ilustran las prácticas que se llevan a cabo en los ámbitos 
nacional y regional. Se analizan a través de la lente de cuatro 
pilares interconectados que caracterizan la infraestructura 
sostenible: económico, de gobernanza, ecológico y social.

Diagrama 1 
Pilares de la 
infraestructura 
sostenible
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Cuadro 1: ¿Qué es la infraestructura sostenible?

Definimos la infraestructura sostenible como una 
estructura o instalación que se planifica, diseña, 
construye, opera y monitorea de manera transparente, 
participativa y apropiada para el contexto. Contribuye a 
las prioridades nacionales y locales, amplía el acceso a 
los servicios, allana el camino hacia una transición justa, 
hacia economías sostenibles y resilientes al clima, y se 
financia de manera transparente y sostenible, lo que 
significa que no conduce a una deuda insostenible.

COLOMBIA

El Corredor perimetral de oriente de Cundinamarca es un 
proyecto de APP de logística vial que tiene como objetivo 
aumentar la conectividad en Bogotá, Colombia. Este proyecto 
ilustra conflictos en el desarrollo de infraestructura que no 
pueden subestimarse, incluyendo:

•	 falta de pruebas de que este proyecto sea de utilidad 
pública

•	 aumentó la carga tributaria para los colombianos

•	 falta de consultas y rendición de cuentas apropiadas 

Existen dudas sobre la correcta aplicación de las 
salvaguardias sociales y ambientales de las instituciones 
financieras, específicamente el marco de políticas del Banco 
Interamericano de Desarrollo (BID), y el cumplimiento de 
las Normas de Desempeño de la Corporación Financiera 
Internacional (CFI) del Banco Mundial.

REPÚBLICA DEMOCRÁTICA DEL CONGO

La Central hidroeléctrica de la represa Inga III en la 
República Democrática del Congo es un proyecto de APP 
que actualmente se encuentra en fase de diseño. El proyecto 
fue precedido por mega represas fallidas. Los beneficios del 
proyecto se describen como pasos hacia la creación de un 
mercado continental de electricidad que es importante para 
acelerar el desarrollo económico-industrial de la región. Sin 
embargo, el proyecto genera una serie de preocupaciones:

•	 está diseñado para satisfacer las necesidades de 
los inversores, en lugar de priorizar los objetivos de 
desarrollo

•	 es probable que conduzca a un aumento del 
endeudamiento

•	 los problemas de transparencia dificultan la 
determinación de los detalles de quién se beneficia del 
proyecto

•	 contribuye a la degradación ambiental y al 
desplazamiento de las comunidades

•	 los impactos de género adversos son especialmente 
visibles, ya que una comunidad de mujeres previamente 
autosuficiente ha perdido sus medios de vida.

ESTUDIOS DE CASO

Estos estudios de caso - que están disponibles en versión 
completa en línea - abarcan enfoques divergentes hacia 
el financiamiento de infraestructuras y el desarrollo. Un 
enfoque apunta a los intereses del sector privado, que 
concibe la infraestructura como una clase de activo, 
priorizando los proyectos a gran escala que contribuyen 
a una senda de desarrollo orientada al crecimiento y a 
la exportación. Un enfoque contrastante considera la 
infraestructura como un bien público destinado a satisfacer 
las necesidades de las comunidades locales y los derechos 
humanos, que depende principalmente del financiamiento 
público y la participación ciudadana activa.

ARGENTINA

La Red de autopistas y rutas seguras de Argentina fue 
un proyecto de APP implementado en 2018. Fue diseñado 
específicamente para atraer inversión privada y presentado 
como un proyecto que allanaría el camino para otros grandes 
proyectos de infraestructura. Sin embargo, el proyecto tenía 
varias limitaciones: 

•	 El gobierno nacional reasignó el dinero de los 
contribuyentes de la infraestructura pública hacia la 
inversión privada nacional y extranjera.

•	 Debido a la crisis económica argentina, los mercados 
de capitales solo estaban preparados para ofrecer 
financiamiento a altas tasas de interés. Para salvar el 
proyecto, el gobierno trabajó con instituciones financieras 
internacionales para movilizar fondos y proporcionó 
garantías y préstamos con fondos públicos. 

•	 En última instancia, el proyecto aumentó sus costos de 
inversión, lo que contribuyó al endeudamiento de Argentina. 
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MYANMAR

La Central eléctrica de gas Myingyan de Myanmar es la 
primera APP del sector energético del país. Está financiada 
por un consorcio de Bancos Multilaterales de Desarrollo 
y prestamistas comerciales, incluidos el Grupo del Banco 
Mundial y el Banco Asiático de Desarrollo. Si bien la 
participación de los bancos multilaterales de desarrollo 
podría indicar que se debían seguir los procedimientos 
sociales y ambientales, los sistemas utilizados durante 
la fase de desarrollo del proyecto no consideraron 
adecuadamente cómo garantizar que se prioricen los 
beneficios sociales y ambientales para las comunidades 
locales junto con el beneficio económico que están 
cosechando los inversores privados en el proyecto.

Este proyecto muestra los riesgos de las APP no 
transparentes para garantizar la rendición de cuentas 
del Estado ante los ciudadanos y residentes, así como las 
dificultades que pueden surgir de la participación del sector 
privado en proyectos destinados a priorizar el bien público.

LITUANIA

La Comunidad solar Prosumer de Lituania es un proyecto 
liderado por el Estado que permite a los ciudadanos comprar 
o alquilar un panel solar remoto a través de una plataforma 
en línea. En este modelo los individuos son tanto productores 
como consumidores. El proyecto proporciona energía 
sostenible a bajo costo y empodera a las comunidades para 
liderar estrategias de mitigación del cambio climático a 
nivel familiar. Este esquema compartido reúne a gobiernos, 
organizaciones y consumidores privados y garantiza la 
creación de un objetivo compartido. El Estado proporciona 
incentivos y subsidios a los ciudadanos, así como una 
infraestructura pública y apoyo tecnológico.

Si bien Lituania es el primer país del mundo en lanzar 
una plataforma en línea para comprar energía solar, hay 
otros proyectos similares en curso. Podemos esperar ver 
soluciones más avanzadas para desarrollar la producción de 
energía solar en todo el mundo en el futuro.

ZAMBIA, MALAWI & MOZAMBIQUE

El Corredor de desarrollo vial de Nacala en Zambia, 
Malawi y Mozambique es un proyecto logístico regional de 
megaempresas desarrollado para mejorar la conectividad 
regional de los países del sudeste africano y su mayor 
integración en el comercio mundial. El proyecto se ha 
implementado como una APP, mediante la cual los Estados 
de Zambia, Malawi y Mozambique crearon empresas 
conjuntas para desarrollar y administrar la infraestructura 
en el corredor. 

Sin embargo, las mejoras en la conectividad y la 
competitividad regionales se han realizado a costa de 
impactos negativos importantes para las comunidades 
locales y el medio ambiente, incluyendo la deforestación y 
la tala ilícita de árboles, lo que erosiona el suelo. Esto, a su 
vez, ha amenazado los medios de vida de las poblaciones 
rurales a lo largo del corredor. Los principales beneficiarios 
del proyecto incluyen actores de la industria del transporte, 
operadores de exportación e importación, operadores de 
carga y la comunidad empresarial, mientras que las deudas 
acumuladas a través de préstamos para el proyecto se han 
cubierto con el deterioro del bienestar de los ciudadanos.

BRASIL

El Programa Un millón de Cisternas de Brasil (P1MC) 
es un proyecto organizado por la sociedad civil y dirigido 
por la comunidad que aborda la escasez de agua en las 
regiones semiáridas de Brasil a través del almacenamiento 
en cisternas. El costo individual para la construcción de una 
cisterna de placas de 16.000 litros es de USD 815 (BRL 4.560). 
El financiamiento provino principalmente de una asociación 
con el Gobierno Federal y con empresas e instituciones 
estatales, como la Fundación Banco do Brasil, Petrobras 
y el Banco de Desarrollo Económico y Social (BNDES). En 
sus 20 años de implementación, el proyecto ha logrado los 
siguientes objetivos:

•	 Ha beneficiado a 628.355 familias.

•	 Ha empoderado a las comunidades, especialmente a 
las familias y las mujeres. La lista de personas inscritas 
incluye un 70% de mujeres beneficiarias.

•	 Ha demostrado el potencial para estimular el desarrollo 
económico de la región y contribuir a aumentar la 
seguridad alimentaria, al tiempo que permite un enfoque 
ecológico y centrado en la comunidad. 

4

RESUMEN	 La infraestructura sostenible como un bien público a recuperar



CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES

Las inversiones en infraestructura sostenible se sitúan en el 
centro de las estrategias de desarrollo, y con razón, ya que 
son fundamentales para ofrecer servicios e instalaciones 
que permiten el buen funcionamiento de las economías y 
las sociedades. Sin embargo, como muestra el informe 
completo, el discurso dominante sobre el financiamiento de 
la infraestructura contiene deficiencias y limitaciones que 
podrían socavar su objetivo declarado. Para abordarlos, 
el informe proporciona un marco para comprender la 
infraestructura sostenible desde una perspectiva sistémica. 
Esta se centra en la justicia económica mundial y el derecho 
de los países del Sur Global al desarrollo, la movilización de 
recursos nacionales y la resiliencia climática.

Después de haber analizado lo que hace que la infraestructura y 
sus mecanismos de financiamiento sean (in)sostenibles a través 
de los cuatro pilares interconectados de sus implicaciones 
económicas, de gobernanza, ecológicas y sociales, se pueden 
extraer algunas conclusiones y recomendaciones de política. 
Los estudios de caso completos, que alentamos a los y las 
lectores/as a consultar en línea, destacan que el énfasis 
en atraer inversiones privadas hacia grandes proyectos 
de infraestructura o mega-corredores genera grandes 
preocupaciones. Este enfoque no sólo no aborda las debilidades 
estructurales de la transformación socioeconómica en los 
países en desarrollo, sino que también exacerba los obstáculos 
de desarrollo existentes que enfrentan estos países, incluyendo 
el endeudamiento, la dependencia de los productos básicos, la 
vulnerabilidad a los flujos volátiles de capital, el daño ecológico y 
los sistemas de infraestructura pública débiles. Por el contrario, 
los proyectos más rentables y ecológicamente sostenibles son 
los que han implementado la participación activa e incluso la 
co-creación con las comunidades locales, han integrado una 
lenta sensible al género, y han responden a las necesidades 
locales y nacionales a lo largo de las fases de planificación, 
diseño y financiamiento. Estos también contribuyen a los 
planes de desarrollo a largo plazo de los países y, al mismo 
tiempo, sirven a los intereses de las comunidades locales. 

El aumento de la urbanización, la migración y/o las 
comunidades desplazadas, y la conectividad cada vez mayor 
del mundo son solo algunas tendencias de infraestructura 
para la próxima década. A medida que todas estas tendencias 
continúan, es importante garantizar que los proyectos de 
infraestructura sirvan al bien público y trabajen para permitir 
el disfrute universal de los derechos humanos. La sociedad 
civil tiene un papel clave que desempeñar en la recuperación 
de la infraestructura sostenible como un bien público al pedir a 
los responsables de la toma de decisiones y a las instituciones 
financieras de desarrollo en diferentes niveles que cambien de 
rumbo. Proporcionamos recomendaciones de políticas para 
avanzar en esta agenda colectiva, con acciones que abarcan 
los cuatro pilares interconectados de nuestro análisis. 

Recomendaciones

1.	 Ampliar la infraestructura financiada con fondos públicos, 
particularmente en los sectores sociales. El financiamiento 
público es a menudo menos costoso, más sostenible 
financieramente y rinde cuentas de forma más directa a 
los ciudadanos que el financiamiento privado. Además, las 
intervenciones públicas son críticas por razones de equidad 
social o cuando los rendimientos sociales son mucho 
mayores que los rendimientos privados.

Esto requiere:

a)	 Poner en marcha un ambicioso plan internacional 
para aumentar la movilización de recursos 
nacionales. Frenar las pérdidas de recursos públicos 
como consecuencia del abuso fiscal; hacer frente 
a las deudas insostenibles mediante un nuevo 
mecanismo de reestructuración de la deuda soberana 
justo, democrático y transparente; impugnar los 
acuerdos comerciales injustos; aumentar los 
niveles y la calidad de los recursos internacionales 
concesionales, incluso mediante el cumplimiento de 
los compromisos de ayuda oficial al desarrollo (AOD); 
crear nuevas fuentes de financiamiento público. 
Estas serían contribuciones clave para garantizar un 
espacio fiscal y de políticas adecuado para cerrar la 
brecha mundial de infraestructura y alcanzar los ODS.

b)	 Promover las políticas industriales como parte 
esencial de las estrategias nacionales de desarrollo 
de los países del Sur Global. Esto puede permitir 
a los países alejarse de la dependencia de los 
productos básicos y las estrategias orientadas a 
la exportación y avanzar hacia la transformación 
socioeconómica a través de economías 
diversificadas, dinámicas, inclusivas y sostenibles. 
Los sistemas de infraestructura necesarios para esa 
diversificación económica son muy diferentes de los 
que intervienen en las estrategias de exportación de 
productos básicos y las políticas industriales pueden 
apoyar esa transición.

2.	 Repensar la promoción del financiamiento privado 
para la infraestructura. Una agenda de financiamiento 
de infraestructura centrada en el desarrollo de la 
“infraestructura como una clase de activo” y la promoción 
de las APP amenaza con socavar los avances hacia el 
cumplimiento de los ODS. El financiamiento privado 
puede ser apropiado en algunas circunstancias, pero 
sólo cuando se siguen los planes de desarrollo de 
propiedad democrática, se priorizan los servicios públicos 
equitativos y de alta calidad y se cumplen las normas 
internacionales de transparencia y rendición de cuentas. 
Los gobiernos nacionales deben preservar su capacidad 
de regular en el interés público.
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3.	 Mejorar la calidad y sostenibilidad de la infraestructura, 
incluyendo sus consideraciones sistémicas. 
La infraestructura sostenible es clave para las 
estrategias de transformación socioeconómica y 
una recuperación resiliente. Si los gobiernos y las 
instituciones multilaterales se toman en serio esta 
agenda, la infraestructura sostenible y sus mecanismos 
de financiamiento deben basarse en los derechos 
humanos y la transformación socioeconómica y en 
altos estándares de responsabilidad democrática, así 
como contribuir a un enfoque intergeneracional para la 
adaptación climática. Esto incluye:

a)	 Priorizar las medidas destinadas a democratizar la 
gobernanza de la infraestructura. La gobernanza 
de la infraestructura se refiere a la priorización, 
planificación, financiamiento, regulación, contratación 
y monitoreo de los activos construidos y los servicios 
asociados que son esenciales para la diversificación 
económica y el desarrollo humano. La mala 
gobernanza ocurre cuando estos procesos son 
opacos, mal administrados y cuando no priorizan las 
necesidades de las personas y el medio ambiente. Las 
comunidades locales/afectadas deben participar en el 
diseño cooperativo de proyectos en lugar de participar 
en procesos de consulta simbólicos. La transparencia 
es clave en este proceso y deben aplicarse los más 
altos estándares internacionales de transparencia.

b)	 Integrar la resiliencia en los sistemas de planificación y 
cumplimiento. El desarrollo de infraestructuras nuevas 
y existentes debe tener en cuenta una perspectiva 
sistémica al planificar la resiliencia en un sentido 
amplio (social, económico, ecológico). La infraestructura 
debe diseñarse y adaptarse para resistir, responder 
y recuperarse rápidamente de las interrupciones 
relacionadas con los peligros ambientales causados 
por el cambio climático. Esto requiere fortalecer las 
instituciones públicas, mejorar los estándares de 
diseño para integrar tecnologías y diseños sostenibles 

y priorizar la eficiencia de los recursos. La resiliencia 
también significa apoyar el desarrollo de sistemas 
de infraestructura que permitan la diversificación 
y transformación socioeconómica de los países, 
incluyendo la infraestructura comunitaria y los sistemas 
descentralizados, además de los sistemas centralizados 
y a gran escala. También requiere considerar el impacto 
desproporcionado de las perturbaciones en las vidas 
de las niñas, las mujeres y las personas transgénero, 
debido a las desigualdades existentes y los roles 
basados en el género, así como adoptar medidas para 
reducir y, finalmente, eliminar las desigualdades.

c)	 Promover la conectividad regional centrada en las 
personas. La conectividad de la infraestructura 
regional debe planificarse e implementarse con el 
objetivo de satisfacer las necesidades de las personas 
como su máxima prioridad. Esto incluye la creación de 
empleos dignos, el estímulo del desarrollo económico 
local, la protección del medio ambiente, la reducción 
de la desigualdad, la promoción de la igualdad de 
género y la inclusión social y la construcción de la 
paz. Se necesitará financiamiento de los bancos 
multilaterales de desarrollo y otras fuentes, pero 
deben trabajar en asociación genuina con los órganos 
regionales representativos, los países receptores y las 
comunidades afectadas.

Este informe se elaboró con el apoyo financiero 
de Misereor y la Unión Europea. El contenido de 
esta publicación es responsabilidad exclusiva de 
Eurodad y de los autores de este informe y de 
ninguna manera puede ser tomado para reflejar 
las opiniones de los financiadores.
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